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MEXICO

Guidelines

1) Salud Pública en general. ¿Cuál es la posición del Estado ante esta necesidad? ¿Se considera un derecho fundamental? 

El concepto de “salud pública” en los Estados Unidos Mexicanos (“México”), así como la posición del Estado en torno a su regulación y realización, puede ser entendida a partir de dos criterios: (i) uno material, es decir, a partir de la descripción de los derechos que la integran; y (ii) uno orgánico, entendiéndose por tal a las competencias, tareas y funciones que cada una de las autoridades que integran los poderes públicos tienen en relación a éste. 

Para su conveniencia y mejor entendimiento, a continuación brevemente desarrollamos estos dos aspectos:

El Criterio Material 

Por aspecto material entendemos el contenido de las normas jurídicas (constitución, leyes, reglamentos, tratados internacionales, etc.) relacionadas con el concepto de salud pública. Propiamente, la “salud pública” no es un derecho fundamental, sino un concepto más amplio que envuelve una serie de derechos fundamentales
 que tienen por objeto garantizar a la población en general “un estado de bienestar físico, mental y social”. 
   En el estudio analítico de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (la “Constitución”) podemos reconocer los siguientes derechos relacionados a este concepto (de manera conjunta, los “Derechos de Salud Pública”):

· derecho a la salud; entendiendo éste como el derecho que toda persona tiene de  gozar el estado de bienestar que implica la salud, como condición básica para el ejercicio de los demás derechos. Este derecho se traduce, en la obligación del Estado de garantizar que ninguna persona, pública o privada, atente en contra de éste; 

· derecho a la protección a la salud, entendiendo éste como una obligación del Estado a procurar la salud, mediante acciones, planes, programas, infraestructura y demás condiciones que tiendan a garantizar servicios de salud y de asistencia social que satisfagan las necesidades de la población. 

· derecho a un medio ambiente sano, que requiere la obligación del Estado de garantizar, mediante la aplicación de sanciones a particulares o autoridades que dañen el ambientes, así como también en la generación de políticas que permitan a los individuos y comunidades, el desarrollo en condiciones óptimas del medio ambiente; en particular, la Constitución establece la obligación del Estado de proveer el acceso salubre del agua para consumo personal y doméstico. 
· derecho a la salud nutricional, que implica la obligación del Estado para proporcionar a sus habitantes, alimentación nutritiva, suficiente y de calidad, en la medida que la desnutrición o la mala alimentación, repercuten en la salud de los individuos y su mala atención genera, problemas de salud pública.
· derecho a la salud reproductiva y sexual, entendiéndose ésta como la garantía de los particulares para ejercer su sexualidad, así como también para decidir libremente el número y espaciamiento de sus hijos; implicando para ello que el Estado proporcione información y realice actividades para que los particulares ejerzan este derecho de manera informada y responsable. 
En este sentido, podemos afirmar que el Estado mexicano establece a través de la Constitución, diversos derechos fundamentales cuyos objetos son la salud; pero además, su posición frente a esta necesidad pública implica un qué hacer de las autoridades. No obstante los posicionamientos tradicionales consideran a estos derechos como “programáticos” (es decir, como buenos deseos o metas políticas cuya realización depende de circunstancias económicas y sociales, pero no como una obligación del Estado), desde nuestro análisis normativo (jurídico), somos de la opinión que esta concepción ideológica puede revertirse en la medida que se entienda que todos los derechos son normas jurídicas con ámbitos de aplicación identificables, cuya materialización puede hacerse efectiva a través de diversos medios; particularmente el Estado mexicano, por medio del sistema judicial, permite la tutela de estos derechos en caso de omisiones o violaciones,
 en el entendido que, como se explicará en el siguiente apartado, dichos derechos se traducen en obligaciones de las autoridades que derivan de un sistema de fuentes que parte de la Constitución y continúa a través de tratados internacionales, leyes, reglamentos, jurisprudencias, entre otras. 

El criterio orgánico

Los Derechos de Salud Pública, además de encontrarse elevados al rango constitucional y reconocidos como derechos fundamentales, se encuentran instrumentados y complementados por diversas fuentes normativas como los son los tratados internacionales, leyes federales y locales, reglamentos y otras normas secundarias
, así como también por decisiones e interpretaciones judiciales conocidas como jurisprudencia.

Del análisis integral y sistemático de dichas normas jurídicas, podemos comentar lo siguiente en torno al criterio orgánico de los Derechos de la Salud Pública: 

· su regulación y protección involucra la participación de los tres poderes de gobierno (ejecutivo, legislativo y judicial), pues además de estar previstos en la Constitución, estos derechos también están plasmados en leyes (que requieren la participación del Congreso); en reglamentos y normas administrativas (productos del poder ejecutivo y de las secretarías que lo integran), así como también del poder judicial (a través de las jurisprudencias y los medios de control jurisdiccionales). 

En este sentido, tanto el Congreso federal como los Congresos locales, legislan en materia de salud, imponiendo las formas y medios a través de los cuales, las administraciones públicas (los poderes ejecutivos locales y el federal) deberán materializar estos derechos. Así  por ejemplo, la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal establece la creación de una secretaría de salud, con competencias y facultades específicas que se complementan, además, con la Ley General de Salud (“LGS”). También el poder legislativo es el encargado de crear, a través de las  leyes, el sistema de seguridad social, de salud pública universal, entre otras.

Por su parte, la administración pública, a través de la Secretaría de Salud (la “SS”) y organismos descentralizados
 como el Instituto Mexicano del Seguro Social (“IMSS”) e Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (“ISSSTE”), principalmente,
 aplican las disposiciones establecidas en las leyes
. Cabe destacar que la administración pública, además de regirse por la legislación, también alinea sus objetivos conforme al Plan Nacional de Desarrollo, el cual es un instrumento normativo elaborado por el Presidente de la República y su equipo de trabajo cada 6 años y que incluye referencias para la generación de políticas públicas en materia de salud, entre otras cosas. Otro aspecto relevante de la administración pública es que cuenta con la facultad de crear órganos que pueden especializarse o focalizarse en necesidades específicas de la salud pública. Un ejemplo importante en este sentido es el Consejo Nacional para la Prevención y el Tratamiento del Cáncer en la Infancia y la Adolescencia, que es una instancia de coordinación y concertación de los esfuerzos tanto públicos como privados y de la sociedad civil a efecto de que se propongan políticas y acciones integrales y se generen compromisos del más alto nivel, que permitan optimizar las acciones llevan a cabo diferentes entidades a favor de la prevención del cáncer y la reducción de su letalidad entre la población infantil y adolescente
.

Asimismo, la administración pública también tiene dentro de su diseño institucional, la competencia para realizar funciones administrativas-jurisdiccionales, así como de arbitraje y conciliación, que permiten a los particulares acceder a medios de tutela de sus derechos relacionados con la salud.
 

Por lo que toca al poder judicial, su intervención en esta materia es fundamental, pues permite otorgarle una dimensión normativa a los Derechos de Salud Pública, a través de la interpretación que los funcionarios judiciales realizan, en cada caso concreto. Así, la jurisprudencia se vuelve además un  criterio importante para conocer el alcance interpretativo de las normas jurídicas en esta materia.
 

· es una materia concurrente entre la federación y los estados, pues el artículo 4 de la Constitución, establece que  “(…) La Ley definirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en materia de salubridad general (…).”; esto implica que los estados que integran a México, así como la federación, tienen competencia para legislar en torno a esta materia, lo que da como resultado la coexistencia de diversas leyes de salud en el territorio mexicano. 
· que el sistema mexicano se nutre de tratados internacionales, esto para la mayor extensión material de los Derechos a la Salud Pública. En este sentido, el Estado Mexicano, en su conjunto, se obliga a respetar las normas que suscriba en esta materia en el derecho internacional, así como sus alcances y principios. Resulta relevante mencionar, por ejemplo, que diversos tratados internacionales imponen la obligación a México de implementar y garantizar el derecho a la salud, sin discriminación por condición de nacionalidad, origen étnico, condición económica, etc. La integración del derecho internacional para la protección de los Derechos de la Salud Pública en México contribuye a generar una interpretación extensiva de estos derechos. 

2) ¿Cómo se compone el Sistema de Salud (Público y Privado)? Comente qué grado de gratuidad tienen estos servicios para los pacientes y si se cumple, esta garantía

La LGS en su artículo 5° señala lo siguiente respecto del sistema nacional de salud (el “Sistema Nacional de Salud” o “SNS”): “(…) está constituido por las dependencias y entidades de la Administración Pública, tanto federal como local, y las personas físicas o morales de los sectores social y privado, que presten servicios de salud, así como por los mecanismos de coordinación de acciones, y tiene por objeto dar cumplimiento al derecho a la protección de la salud.”

Por su parte, de acuerdo con el artículo 34 de la citada ley, el SNS se clasifica en:

· público para la población en general;

· público para aquellos incorporados a algún instituto o programa de seguridad social; y

· privado.

Respecto de las instituciones públicas para la población en general, encontramos a la SS que a través del Seguro Popular de Salud, permite el acceso universal a este derecho, mediante la contraprestación de cuotas que se determinan (o en su caso, se exoneran) dependiendo de la condición económica de quien requiere el servicio; así como también el programa “Oportunidades” ejecutado también por la SS, el IMSS, la Secretaría de Educación Pública y la Secretaría de Desarrollo Social. Estos programas obtienen sus recursos de los gobiernos estatales y del gobierno federal. Sus usuarios son los auto-empleados, trabajadores del sector informal, desempleados y personas fuera del mercado de trabajo.

Como ejemplos de instituciones públicas que requieren afiliación y pago de cuotas para brindar servicios de salud podemos mencionar el sistema de seguridad social de Petróleos Mexicanos, el ISSSTE, el  IMSS, los servicios médicos de la Secretaría de la Defensa Nacional y de la Secretaría de Marina. Los fondos se obtienen mediante  contribuciones gubernamentales de los empleadores y de los empleados. Conforme al diseño de la seguridad social en México, los usuarios de este sistema son los trabajadores del sector formal, sus familias y los pensionados.

El sistema privado de salud está destinado para aquellas personas que pueden pagar por servicios de salud. Se puede acceder a este sistema como particular o por medio de aseguradoras. 

Respecto a la gratuidad de los servicios de salud en México, podemos comentar que en realidad ninguno de estos es completamente gratuito, pues todos dependen de ciertas cuotas o aportaciones; sin embargo, el Seguro Popular está diseñado para que en la mayoría de los casos se contribuya con una cantidad mínima, con base en un estudio socioeconómico que se hace a las familias y que en casos de pobreza extrema se exenta del cobro.

3) ¿Hasta qué edad se atienden niños con Cáncer Infantil? 

Como regla general, la edad hasta la cual se atiende a niños con cáncer infantil es de 18 (dieciocho) años, sin perjuicio de que las instituciones privadas de salud tengan reglas específicas para la consideración de menores o las empresas aseguradoras dispongan alguna consideración especial al respecto. 

Sin embargo, la Ley del Seguro Social establece como beneficiarios del SNS (incluyendo el tratamiento contra el cáncer) a los hijos de los trabajadores y pensionados que: (i) sean menores de 16 (dieciséis) años; (ii) a los mayores de 16 (dieciséis) años, en caso de que no puedan mantenerse por su propio trabajo debido a una enfermedad crónica o discapacidad por deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales hasta en tanto no desaparezca la incapacidad que padecen; o bien (iii) los mayores de 16 (dieciséis) años, hasta los 25 (veinticinco) años cuando sean estudiantes. 

4) ¿Existe dentro del Sistema de Salud de su país una Normativa amplia de cobertura obligatoria de prestaciones básicas a las que estén obligadas las empresas de salud privadas o de seguros de salud en relación al cáncer infantil u otras patologías?

No existen; cada institución privada y aseguradora se rige de manera independiente.
 

5) Banco Nacional de Drogas. ¿Existe algún organismo que entregue las drogas oncológicas, para aquellos que carezcan de toda cobertura en salud? ¿Es totalmente gratuita? 

En México no existe un Banco Nacional de Drogas. No obstante, las personas que reciben atención médica en cualquier institución pública del SNS, debe recibir gratuitamente, como parte del tratamiento, el medicamento que sea necesario. En términos de cierta jurisprudencia
 emitida por la Suprema Corte de Justicia de la Nación (“SCJN”), el derecho a la protección de la salud comprende la recepción de medicamentos básicos para el tratamiento de las enfermedades y su suministro por parte de las entidades que prestan los servicios respectivos.

6) ¿Existe en su país un programa para la medicación de alto costo y baja incidencia? ¿De qué manera se encuentra instrumentado?  

En México existe el “Cuadro Básico de Insumos para el primer nivel de atención médica y el  Catálogo de Insumos para el segundo y tercer nivel del Sector Salud”, el cual  se elabora por la Comisión Interinstitucional del Cuadro Básico y Catálogo de Insumos del Sector Salud (la “Comisión Interinstitucional”), integrado por representantes de la SS, del IMSS, del ISSSTE, del Desarrollo Integral de la Familia (“DIF”) y la Dirección General de Sanidad Militar de la Secretaría de la Defensa Nacional, que tiene por objeto elaborar el Cuadro Básico de Medicamentos (el “Cuadro Básico”) y el Catálogo de Insumos (el “Catalogo”) y mantenerlos actualizados para el mejor aprovisionamiento de insumos y medicamentos en las instituciones públicas del SNS, de acuerdo a los avances de la ciencia y la tecnología en medicina, para ello cuenta con cuatro comités específicos:

· De medicamentos
· De material de curación
· De auxiliares de diagnóstico y
· De instrumental y equipo médico;
Los medicamentos y demás insumos que se encuentren contemplados tanto en el Cuadro Básico, como en el Catálogo, deberán proporcionarse a todos los pacientes de las instituciones públicas de salud, en tanto la entrega de medicamentos se entiende implícita en los servicios de salud prestados por estas instituciones y como consecuencia de las acciones que el Estado debe realizar para proteger la salud de los habitantes. 
En este sentido, la Comisión a través del Cuadro Básico y del Catálogo, establecen los medicamentos (incluyendo los de alto costo y baja incidencia), que sean necesarios para tratar las enfermedades o prestar los servicios de salud que la población requiera. 
7) Respecto de las leyes de protección para la discapacidad, existe en su país la posibilidad de incluir a los pacientes de cáncer infantil? Podría considerarse como una etapa de discapacidad transitoria y sumar beneficios particulares, y coberturas especiales?

En México, a nivel federal y local se contempla una legislación amplia en materia de  protección y atención de las personas con discapacidad, fomentando su pleno desarrollo en todas las áreas de la vida.
En México existe la Ley General de las Personas con Discapacidad
, que en su artículo 2 fracción XI, define a la persona con discapacidad como “toda persona que presenta una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico y social”. 

Pudiera, en este sentido, entenderse que el cáncer en cierta etapas de evolución provocaría que los pacientes tuvieran alguna deficiencia física de naturaleza temporal, cuyas consecuencias pudieran convertirse, en la mayoría de los casos, en deficiencias permanentes a los pacientes que sufren o combaten dicha enfermedad. Dicha discapacidad merma la integridad del individuo; en consecuencia, limita e incapacita a la persona que la sufre a ejercer las actividades esenciales de su vida diaria y verse agravada y reflejada en perjuicio de su entorno económico. Sin embargo, este análisis no está reconocido por la legislación mexicana.
En México existe un profundo compromiso con las personas con discapacidad. Existe un gran número de instrumentos legislativos nacionales que intentan continuar con el proceso de armonización legislativa en materia de discapacidad a la luz de los instrumentos jurídicos internacionales existentes.
8) Enfermedad Catastrófica. ¿Es posible que en su país el cáncer infantil pueda ser incluido dentro de las enfermedades de tipo catastróficas, a partir de allí, podrían obtenerse mayores beneficios de cobertura y atención a los pacientes? 

Actualmente existe en el Sistema de Protección Social de Salud (“SPSS”) una comisión para definir tratamientos y medicamentos asociados a enfermedades que ocasionan gastos catastróficos. Dentro de las categorías en las que se encuadran las  enfermedades e intervenciones asociadas a gastos catastróficos,  a la luz del SPSS se encuentra ya contemplado diagnóstico y tratamiento del cáncer.
Por lo anterior, vale la pena mencionar que México ha realizado en la última década una reforma del sector salud que ha puesto una especial atención al aspecto financiero. Esta reforma se formaliza, entre otros rubros, a través de la creación del SPSS, ofreciendo a los mexicanos un acceso a los medios de salud, brindado mayor protección financiera y acercando los servicios de salud a una población que anteriormente no contaba con estos beneficio 

No obstante no existe una delimitación al diagnóstico y atención a los pacientes de cáncer infantil, puede entenderse que la cobertura y la intención al crear el SPSS es precisamente proteger la economía familiar de gastos considerados catastróficos, disminuyendo los gastos de desembolso que tienen que realizar las familias que se enfrentan con situación relacionada con una enfermedad catastrófica.  
9) Se encuentran garantizados los tratamientos de rehabilitación, con posterioridad al tratamiento clínico, y se lo considera parte del mismo? 

En el artículo 33 de la LGS los tratamientos de rehabilitación se incluyen entre el catálogo de servicios de salud que deben prestarse. La aplicación de dichos tratamientos deberá seleccionarse en forma prioritaria atendiendo costos y gravedad de la enfermedad.

Dicho lo anterior y de conformidad con lo establecido en el artículo 77 bis 1, la protección social en salud es un mecanismo por el cual el Estado garantizará el acceso efectivo, oportuno, de calidad, sin desembolso al momento de utilización y sin discriminación a los servicios médico-quirúrgicos, farmacéuticos y hospitalarios que satisfagan de manera integral las necesidades de salud, incluyendo los tratamientos de rehabilitación. 
10) Existe en su país alguna ley que garantice la provisión de sangre de manera gratuita y segura para aquel que lo necesite? 
Conforme a la Sección Tercera del Reglamento de la LGS en Materia de Control Sanitario de la Disposición de Órganos, Tejidos y Cadáveres de Seres Humanos (el “Reglamento en Materia de Control Sanitario”) que regula todo lo referente a la disposición de sangre y sus derivados, la sangre en ningún caso podrá ser objeto de actos de comercio. En conclusión, al no poder ser la sangre objeto de actos de comercio, se entiende que la misma es gratuita.
Por cuanto hace a la calidad de la sangre misma, los bancos de sangre y los servicios de transfusión, el Reglamento en Materia de Control Sanitario la SS es la entidad encargada de tomar muestras de control. Además, el mismo Reglamento establece que la transfusión únicamente la pueden llevar a cabo personal médico y de enfermería bajo la supervisión de un médico responsable quien a su vez deberá reunir ciertos requisitos que indica el Reglamento en Materia de Control Sanitario.  

Asimismo, el Reglamento en Materia de Control Sanitario dispone que los hospitales, sanatorios, clínicas y en general los establecimientos hospitalarios tanto del sector público como del sector privado deberán tener a su disposición un banco de sangre o un servicio de transfusión autorizados.

Por último, los requisitos de servicios, organización, funcionamiento y de ingeniería sanitaria de los bancos de sangre y plasma, así como los servicios de transfusión, serán fijados por la SS mediante normal técnicas y por instructivos o circulares que deberán ser publicados en la Gaceta Sanitaria.

Adicionalmente existe el Centro Nacional de la Transfusión Sanguínea (“CNTS”) como un organismo desconcentrado, dependiente de la SS, con las atribuciones que le otorga el Artículo 42 del Reglamento Interior de la Secretaría. La principal función del CNTS es el abasto suficiente y seguro de sangre y componentes sanguíneos en México con el objeto de contribuir a proteger la salud de la población, garantizando que la disposición de sangre humana, componentes sanguíneos y células progenitoras hematopoyéticas con fines terapéuticos, se lleve a cabo con la máxima seguridad, inocuidad, disponibilidad y racionalidad. El CNTS es por lo tanto el organismo rector responsable de dictar las normas relativas a la donación, obtención, procesamiento, almacenamiento, distribución eficiente, oportuna, segura y al uso clínico de la sangre y sus componentes, incluyendo las células progenitoras hematopoyéticas; la función operativa recae en una red de servicios de sangre bajo la supervisión del Estado.
11) Los Derechos del Niño Hospitalizado forman parte de una declaración realizada por Unicef, compatible con una atención acorde y específica teniendo en cuenta las necesidades de la infancia. Se cumplen en su país estas normativas en el marco de la internación hospitalaria? 

En México, la UNICEF ha ajustado su ciclo de programa al ciclo de las otras agencias de las Naciones Unidas, con el fin de tener una mayor coordinación como Sistema de las Naciones Unidas en México. El objetivo central del Programa de Cooperación 2008 – 2012 elaborado durante el 2007 con la participación de organizaciones gubernamentales y de la sociedad civil es apoyar los esfuerzos nacionales para asegurar que todos los niños de México puedan disfrutar de un mayor nivel de respeto, cumplimiento y protección de sus derechos. En este sentido, derivado de la declaración de Los Derechos del Niño Hospitalizado, efectivamente forman parte de la agenda del Programa de Cooperación 2008-2012 que se ha materializado desde la años anteriores en diversas leyes que regulan y contemplan los derechos de los niños hospitalizados (e.g. Ley de los Derechos de las Niñas y Niños en el Distrito Federal vigente desde el año 2001).

No obstante lo anterior, en México no se cuenta con un parámetro de evaluación o referencia oficial de evaluación que nos permita determinar el cumplimiento de estos preceptos en base a una estadística específica y determinada. Por lo tanto, se puede considerar que existe la normativa suficiente y el marco jurídico necesario para implementar y complementar la atención acorde a la necesidad de la internación hospitalaria de los niños en México, pero no existe un organismo de control, ni existe un sistema claro de evaluación que nos arroje un parámetro de resultados de cumplimiento de los derechos de internación hospitalaria en México.

12) Pacientes extranjeros. ¿Hay legislación que ampare a los extranjeros para que reciban el mismo tratamiento, en las mismas condiciones?  

La legislación mexicana no es clara respecto del derecho de un extranjero a recibir el mismo tratamiento médico y en las mismas condiciones que un nacional. Las referencias legales son pocas.

La fracción I del artículo 27 de la Ley General de Migración establece como facultad de la SS la promoción y coordinación con las autoridades sanitarias de los diferentes niveles de gobierno, para que la prestación de servicios de salud que se otorgue a extranjeros se brinde sin importar la situación migratoria y conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. Por otro lado, el artículo 36 de la LGS establece que se cobrará íntegramente el costo de los servicios de salud otorgado a los extranjeros que se internen al país con el propósito predominante de hacer uso de ellos, excepto en los casos de urgencia. De lo anterior podemos concluir que no podrá negársele los servicios de salud a los extranjeros. 

Sin embargo, no es posible derivar si en todos los casos deberán recibir el mismo tratamiento que un nacional o simplemente un tratamiento básico que permita estabilizarlos y deportarlos a su país de origen (en caso de que se hayan internado ilegalmente), o bien hasta en tanto tengan los recursos económicos para financiar el tratamiento. 

Con base en lo anterior, consideramos necesario distinguir tres supuestos:

a) Si se trata de un extranjero que es trabajador formal en México, entonces él y su familia tendrán acceso a los servicios de salud y a recibir el mismo tratamiento, en las mismas condiciones conforme a las leyes jurídicas aplicables, no tanto por su condición de extranjero sino por su calidad de trabajador y derechohabiente de una institución de salud pública; 

b) Si se trata de un extranjero que no es trabajador formal en México y se ha internado a México con el propósito predominante de hacer uso de los servicios de salud, entonces deberá proporcionársele la atención médica que requiera, pero se cobrará el costo del servicio prestado, salvo en caso de urgencia; y

c) Si se trata de un extranjero que no es trabajador formal en México y se ha internado al país, pero sin el propósito predominante de hacer uso de los servicios de salud, no es claro si deberá proporcionársele éste de manera gratuita o deberá cobrarse por ello.

Tampoco es claro si el tratamiento que reciban los extranjeros en el caso de los supuestos descritos en los incisos b) y c) deberá ser proporcionado en las mismas condiciones que a un nacional. 

No obstante, es preciso señalar que tanto la Constitución, como diversos tratados internacionales que se han suscrito, reconocen una serie de principios como el de “no discriminación” o el de “interés superior del menor”. Estas disposiciones, por principio de jerarquía normativa, darían lugar a considerar una exigencia al Estado Mexicano de proporcionar el mismo tratamiento y en las mismas condiciones a todas las personas, independientemente de su nacionalidad o calidad migratoria.

13) Qué Organismos de Control hay para verificar el cumplimiento de las leyes y normas en lo que respecta a la cobertura asistencial?

De conformidad con la LGS, corresponde a la SS y a los gobiernos de los estados, en el ámbito de sus respectivas competencias, la vigilancia del cumplimiento de la ley y demás disposiciones que se dicten con base en ella.

14) Control. Existen Organismos y/o mecanismos para reclamar incumplimientos?

Por lo que hace a los mecanismos con lo que cuenta un particular para reclamar incumplimientos con la legislación aplicable por pate de los prestadores de servicios de salud, existen diversos mecanismos que constituyen vías de reclamo que el particular puede accionar.

A.
Mecanismos Jurisdiccionales

a) Civil

Un particular puede interponer una demanda civil ante los tribunales civiles competentes por los daños y perjuicios ocasionados por la negligencia de un médico o prestador de servicios de salud.
 
La responsabilidad civil presupone la existencia de un daño, bien sea patrimonial o moral, que este haya sido causado con dolo o simple culpa y que exista una relación de causalidad entre el hecho causante del daño y este último.

El Código Civil Federal establece la obligación de toda persona de reparar el daño causado cuando hubiere actuado ilícitamente o contra las buenas costumbres. La responsabilidad civil deriva de dos posibles fuentes, (i) la comisión de un hecho ilícito y (ii) la teoría objetivo o riesgo creado que se traduce en la obligación de responder por los daños causados cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o sustancias peligrosas por sí mismos, con independencia de que exista culpa por parte del autor o no. En ambos casos, el autor tiene la obligación de reparar los daños y perjuicios creados, mismos que conforme a lo que establece el Código Civil Federal, deben ser consecuencia inmediata y directa entre la atención médica inadecuada o mala práctica y el daño o perjuicio ocasionado.

b) Penal

Adicionalmente, un particular puede interponer una denuncia penal por la tipificación de alguno de los delitos establecidos en los distintos códigos penales de México, en la LGS, así como en diversos ordenamientos referentes al ejercicio profesional, como lo son responsabilidad profesional; usurpación de profesión; abandono, negación y práctica indebida del servicio médico; responsabilidad de directores, encargados, administradores o empleados de centro de salud.

El Artículo 228 del Código Penal Federal establece que los profesionistas y sus auxiliares serán responsables de los delitos que cometan en el ejercicio de su profesión, en los términos que disponen el Código Penal Federal y la LGS o en otras normas sobre el ejercicio profesional. Asimismo, dichos profesionistas estarán obligados a la reparación del daño (pago de una indemnización) por sus propios actos y los de sus auxiliares, cuando estos últimos actúen conforme a sus instrucciones.

En materia penal, el monto de la indemnización la determinan el juez competente con base en las pruebas presentadas por las partes durante le proceso y con base en lo que dispone la Ley Federal del Trabajo. 

c) Administrativa

Los prestadores de servicios de salud, así como las instituciones de salud deberán cumplir en todo momento con las disposiciones de la LGS y sus Reglamentos, en específico el Reglamento de la LGS en Materia de Prestación de Servicio de Atención Médica, que establece la forma y condiciones en que dicho servicio debe ser prestado.

Todos los profesionales o auxiliares de la salud que laboran en instituciones que proporcionan servicios de atención médica de los sectores públicos y de seguridad social, en virtud de que manejan o aplican recursos económicos federales o estatales, son considerados servidores públicos sujetos al derecho administrativo.

Por tanto, en la vía administrativa, la responsabilidad de los prestadores de servicios de salud surge cuando un médico o sus auxiliares incumplen con las disposiciones de la LGS o alguno de sus Reglamentos, con independencia que se cause o no un daño en la salud del paciente.

La entidad encargada de conocer de este tipo de responsabilidades es la Secretaría de la Función Pública. La SS cuenta con un órgano interno de control que depende de la Secretaría de la Función Pública. Una vez que dicho órgano recibe la queja, procede a iniciar un proceso de investigación y le solicite a la CONAMED (como dicho término se define más adelante) que emita un dictamen al respecto.

Si se determina la existencia de alguna negligencia médica, se inicia el procedimiento administrativo en contra del servidor público responsable.

Las sanciones administrativas van desde multa o sanción económica hasta destitución e inhabilitación del servidor público de que se trate, en el entendido que estas sanciones son con independencia de la responsabilidad civil o penal que se determine.

B.
Mecanismos Alternativos 

a) Comisión Nacional de Arbitraje Médico (“CONAMED”)

La CONAMED es un organismo descentralizado que se creó mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de junio de 1996, como respuesta ante el incremento de denuncias contra médicos y ante la necesidad de que la población contara, además de los órganos jurisdiccionales ordinarios, con mecanismos que contribuyan a la protección de la salud y para mejorar la calidad de los servicios médicos.

La CONAMED cuenta con autonomía técnica para emitir opiniones, acuerdos y laudos. Básicamente resuelve conflictos entre usuarios de los servicios médicos y los prestadores de servicios de salud de carácter público, privado y social.

Es así como alternativamente a presentar una demanda civil, una denuncia penal o una queja o inconformidad de tipo administrativo, el quejoso puede acudir a la CONAMED para dirimir la controversia mediante un procedimiento de conciliación o arbitraje.

Una vez que las partes deciden someterse al procedimiento arbitral de la CONAMED y se dicta el laudo correspondiente, dicha resolución tiene la misma fuerza que una sentencia ejecutoriada y es definitiva.

Según datos de la CONAMED, los motivos más frecuentes de inconformidad están relacionados con tratamiento inoportuno, insatisfactorio, o con complicaciones secundarias; cirugías innecesarias; complicaciones post quirúrgicas; resultados no-satisfactorios; diagnóstico erróneo o inoportuno, así como deficiente comunicación médico-paciente.

b) Procuraduría Federal del Consumidor (“PROFECO”)

La PROFECO es un organismo descentralizado que atiende quejas de los usuarios de servicios de salud; es decir, protege los derechos de los consumidores.

Los servicios que puede brindar la PROFECO están relacionados con servicios de atención entre particulares en donde el paciente puede reclamar incumplimientos respecto a un determinado bien o servicio como lo es el servicio de salud.

En la práctica, esta forma de solución de conflictos en relación con la responsabilidad profesional médica es poco utilizada.

15) Medicamentos Genéricos. ¿Existe una normativa para la prescripción específica de medicamentos? 

El Reglamento de Insumos para la Salud contempla en su capítulo “Prescripción, Estupefacientes y Psicotrópicos”, la regulación mediante la cual establece los requisitos necesarios que deberán cumplir los documentos mediante los cuales se prescriben medicamentos en México, así como las características que deberán cumplir las personas que emitan las prescripciones médicas correspondientes.

En relación con la prescripción de “medicamentos genéricos”, el Reglamento mencionado anteriormente establece en su artículo 37 que el emisor de la receta prescribirá los medicamentos de conformidad con lo siguiente: (i) cuando se trate de medicamentos incluidos en el Catálogo de Medicamentos Genéricos Intercambiables (existe un catálogo que determina la calidad y autorización de las sustancias que podrán ser consideradas como medicamentos genéricos) deberá anotar la denominación genérica y, si lo desea, podrá indicar la denominación distintiva de su preferencia; y (ii) en el caso de los medicamentos que no estén incluidos en el catálogo referido en el numeral anterior, podrá indistintamente expresar la denominación distintiva o conjuntamente las denominaciones genérica y distintiva. 

Cuando en la receta se exprese la denominación distintiva del medicamento, su venta o suministro deberá ajustarse precisamente a esta denominación y sólo podrá sustituirse cuando lo autorice expresamente quien lo prescribe. Cuando en la receta se exprese la denominación distintiva del medicamento, su venta o suministro deberá ajustarse precisamente a esta denominación y sólo podrá sustituirse cuando lo autorice expresamente quien lo prescribe.

16) ¿Cómo se implementan en su país la provisión de servicios de cuidados paliativos? Están garantizados para los pacientes con cáncer infantil? 

En México existe una competencia concurrente en materia de salud entre los estados y la Federación; esto significa que tanto los estados, como el Distrito Federal y la Federación tienen competencia para regular ciertos aspectos en materia de salud, y en el caso concreto de esta pregunta, sobre cuidados paliativos.

Hasta el momento, los cuidados paliativos se encuentran contemplados en la LGS. Por lo que hace al Distrito Federal, encontramos que existe una Ley de Voluntad Anticipada del Distrito Federal. Por lo que hace a los estados, de la muestra que checamos a manera de ejemplo, encontramos que en el Estado de Aguascalientes existe una Ley de Salud del Estado de Aguascalientes. A continuación, presentamos una breve descripción de cómo son implementados los cuidados paliativos en cada uno de estos ordenamientos:

LGS
Este ordenamiento establece a los cuidados paliativos como una de las actividades de atención médica, los cuales incluyen el cuidado integral para preservar la calidad de vida del paciente a través de la prevención, tratamiento y control del dolor, y otros síntomas físicos y emocionales por parte de un equipo profesional multidisciplinario. 

La LGS establece un listado de derechos de los enfermos en situación terminal, donde destacan los siguientes:

· recibir un trato digno, respetuoso y profesional procurando preservar su calidad de vida;

· recibir información clara, oportuna y suficiente sobre las condiciones y efectos de su enfermedad y los tipos de tratamientos por los cuales puede optar según la enfermedad que padezca;

· dar su consentimiento informado por escrito para la aplicación o no de tratamientos, medicamentos y cuidados paliativos adecuados a su enfermedad, necesidades y calidad de vida;

· solicitar al médico que le administre medicamentos que mitiguen el dolor;

· renunciar, abandonar o negarse en cualquier momento a recibir o continuar el tratamiento que considere extraordinario;

· optar por recibir los cuidados paliativos en un domicilio particular;

· designar a algún familiar, representante legal o a una persona de su confianza, para el caso de que, con el avance de la enfermedad, esté impedido a expresar su voluntad lo haga en su representación; y

· a recibir los servicios espirituales cuando lo solicite él, su familia, su representante legal o la persona de su confianza. 

Para materializar estos derechos, las Instituciones del SNS deberán:

· ofrecer el servicio para la tención debida a los enfermos en situación terminal;

· proporcionar orientación, asesoría y seguimiento al enfermo en situación terminal y/o a sus familiares;

· en caso de que los cuidados paliativos se realicen en el domicilio particular, deberá ponerse en operación una línea telefónica de acceso gratuito para que se oriente, asesore y se de seguimiento al enfermo terminal y sus familiares o persona de confianza;

· proporcionar los cuidados paliativos dependiente del tipo y grado de enfermedad;

· crear áreas especializadas que presten servicios a los enfermos en situación terminal; y

· capacitar al personal de hospitales y clínicas en materia de cuidados paliativos.

Aunado a lo anterior, en diversos hospitales se han desarrollado unidades especializadas en cuidados paliativos (p.e. la Clínica del Dolor y Cuidados Paliativos del Hospital de Oncología del Centro Médico Nacional Siglo XXI del IMSS). Asimismo, para la mejor aplicación de los diversos criterios contenidos en la Ley, existe una Guía Práctica Clínica en Cuidados Paliativos expedida por la SS en 2010. 

Ley de Voluntad Anticipada del Distrito Federal

El Distrito Federal es la única entidad federativa en México que cuenta con una Ley que tenga por objeto establecer las normas, requisitos y formas de realización e la voluntad de cualquier persona respecto a la negativa de someterse a medios, tratamientos y procedimientos médicos que pretendan prolongar de manera incensaría su vida. Esta Ley contempla la prestación de cuidados paliativos en el cumplimiento de la voluntad anticipada de los enfermos. En términos de dicha Ley, se entiende por cuidado paliativo el cuidado activo y total de aquellas enfermedades que no responden a tratamiento curativo e incluyen el control del dolor y otros síntomas, así como la atención psicológica del paciente.

En el Distrito Federal la autoridad encargada de cumplir con la Ley es la Coordinación Especializada, que es una unidad administrativa adscrita a la SS local. 

Ley de Salud del Estado de Aguascalientes

Según la Ley de Salud del Estado de Aguascalientes, uno de los objetos de su Sistema Estatal de salud es el de proporcionar los cuidados paliativos. Para tal efecto, existe una unidad administrativa encargada de recibir y supervisar los cuidados paliativos que soliciten los pacientes en etapa terminal; estos cuidados también se encuentran comprendidos dentro de la atención geriátrica. 

En términos de esta Ley, los cuidados paliativos son la atención que se proporcionan a los enfermos que no responden a los tratamientos curativos y tienen una esperanza de vida menor a seis meses, los cuales tienen como objeto establecer las condiciones para mitigar el sufriendo innecesario a los enfermos, en etapa terminal y garantizar una muerte natural en condiciones dignas. 

Un aspecto importante de esta Ley, es que remite o reenvía al contenido establecido en la LGS en lo referente a los cuidados paliativos. Asimismo, establece una unidad administrativa encargada de recibir, recabar, resguardar y supervisar el cumplimiento de los cuidados paliativos que soliciten los pacientes en etapa terminal en los términos de la ley aplicable a la materia

No obstante lo anterior, también existen diversas instituciones de asistencia privada, como el Centro de Cuidados Paliativos de México, IAP, que prestan servicios y cuidados paliativos a los enfermos terminales. 

17) Ensayos Clínicos: ¿Existe una normativa que regule la inclusión de pacientes oncopediátricos en ensayos clínicos? ¿Cómo es el procedimiento aplicativo del conocimiento informado? 

En México no existe una regulación jurídica especial para los ensayos clínicos para los pacientes oncopediátricos.  Sin embargo, es importante mencionar que en México, sí existe una regulación general en materia de investigación medica científica regulada por la SS, como una autoridad sanitaria, a través de un órgano desconcentrado denominado Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios (“Cofepris”), misma que cuenta con una unidad administrativa denominada Comisión de Autorización Sanitaria (“CAS”), encargada de expedir, prorrogar o revocar la autorización de proyectos para el empleo de medicamentos, materiales, aparatos, procedimientos o actividades experimentales en seres humanos con fines de investigación científica, respecto de los cuales no se tenga evidencia científica suficiente para probar su eficacia preventiva, terapéutica o de rehabilitación.

La CAS a través del Área Técnica de Evaluación de Protocolos de Investigación en Seres Humanos, se encarga de registrar, evaluar y emitir el dictamen correspondiente respecto a la información de la "solicitud de autorización de protocolos de investigación en seres humanos", sometida por los usuarios (industria farmacéutica, organizaciones de investigación por contrato, terceros autorizados para intercambiabilidad de medicamentos, instituciones de salud, investigadores independientes, entre otros) a través del Centro Integral de Servicios de la Cofepris. 

En el Título Quinto de la LGS, se establecen los lineamientos y principios a los cuales debe someterse la investigación en materia de salud que involucre seres humanos o muestras biológicas derivadas de estos; De este Título deriva el Reglamento de la LGS en Materia de Investigación para la Salud, el cual establece que: (i) La investigación en materia de salud es un factor determinante para mejorar las acciones encaminadas a proteger, promover y restaurar la salud del individuo y de la sociedad en general; para desarrollar tecnología mexicana en los servicios de salud y para incrementar su productividad, conforme a las bases establecidas en la LGS; y (ii) el desarrollo de la investigación para la salud debe atender a aspectos éticos que garanticen la dignidad y el bienestar de la persona sujeta a investigación y requiere del establecimiento de criterios técnicos para regular la aplicación de los procedimientos relativos a la correcta utilización de los recursos destinados a ella. 

Asimismo, el Reglamento de la LGS en Materia de Investigación para la Salud en su Capítulo Tercero, bajo el titulo “De la Investigación en Menores de Edad o Incapaces”, establece que adicionalmente de las disposiciones generales de ética que deben cumplirse en toda investigación en seres humanos, aquélla consideraciones especificas cuando estas se realicen con menores o incapaces, excepto cuando se trate de mayores de 16 años emancipados. Tomando en consideración principalmente los siguientes aspectos:

· Cuando se pretenda realizar investigaciones en menores de edad se deberá asegurar que previamente se han hecho estudios semejantes en personas de mayores de edad y en animales inmaduros, excepto cuando se trate de estudiar condiciones que son propias de la etapa neonatal o padecimientos específicos de ciertas edades. Para la realización de investigaciones en menores o incapaces se deberá, en todo caso, obtener el escrito de consentimiento informado de quienes ejerzan la patria potestad o la representación legal del menor o incapaz de que se trate.

· Establece que una Comisión de Ética de la SS podrá dispensar el cumplimiento de estos requisitos por razones justificadas. 

· Las investigaciones clasificadas como de riesgo y con probabilidad de beneficio directo para el menor o el incapaz serán admisibles cuando: (i) El riesgo se justifique por la importancia del beneficio que recibirá el menor o el incapaz, y (ii) el beneficio sea igual o mayor a otras alternativas ya establecidas para su diagnóstico y tratamiento.

· Consideraciones respecto de la admisibilidad y clasificación de las investigaciones  en base al riesgo y al beneficio directo al menor o al incapaz, serán admisibles de acuerdo a las siguientes consideraciones.

18) Acciones de Advocacy. Jurisprudencia. ¿Qué jurisprudencia relativa a situaciones de incumplimiento de servicios de salud, (privados, estatales o de Obras Sociales,) que se encuentren vinculadas con el criterio pro hominis, existe en relación con la problemática vinculada al cáncer infantil? 

No se tiene conocimiento de jurisprudencias motivadas, particularmente, por el incumplimiento de servicios de salud en relación con la problemática vinculada al cáncer infantil. Sin embargo, en nuestro derecho existen diversas tesis aisladas y jurisprudenciales
 emanadas de los Tribunales Federales y de la SCJN, relacionadas con el derecho a la salud, el criterio pro homine y el interés superior del menor. A continuación, mencionamos brevemente algunos de los criterios más importantes en el tratamiento de estos temas:

Derecho a la Salud

· Existen diferencias en el derecho a la salud y el a la protección derecho de la salud; ambos están contemplados en la Constitución Política. El primero de ellos debe entenderse como una garantía fundamental e indispensable para el ejercicio de los demás derechos humanos y no sólo como el derecho a estar sano; el segundo tiene entre sus finalidades garantizar el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que satisfagan las necesidades de la población.
 

· El derecho a la salud, como otros derechos sociales, tiene una naturaleza normativa; no se trata de meras intenciones contenidas en la Constitución, sino que tienen un poder vinculante sobre la acción de los ciudadanos y los poderes públicos. 

· El derecho a la salud impone al Estado la obligación de garantizarlo y ejercerlo sin discriminación, en observancia a los principios contenidos en la Constitución y por los tratados internacionales suscritos por México.
 

· El derecho a la protección de la salud comprende la recepción de medicamentos básicos para el tratamiento de las enfermedades y su suministro por parte de las entidades que prestan los servicios respectivos.

· El derecho a la protección a la salud es una responsabilidad social.

Principio Pro Homine
· El artículo 1ro de la Constitución recoge de manera directa el criterio o directriz hermenéutica denominada pro homine, el cual consiste en ponderar ante todo la fundamentalidad de los derechos humanos, a fin de estar siempre a favor del ser humano.
 

· El principio pro homine implica que debe acudirse a la norma más amplia o a la interpretación extensiva cuando se trata de derechos protegidos y, por el contrario, a la norma o a la interpretación más restringida, cuando se trata de establecer límites a su ejercicio.

· El principio pro homine es de aplicación obligatoria, toda vez que se encuentran establecidos en tratados internacionales que forman la “Ley Suprema de la Unión”. 

   Interés Superior del Menor

· El “interés superior del menor” implica que en todo momento las políticas, acciones y toma de decisiones vinculadas a esa etapa de la vida humana, se realicen de modo que se busque el beneficio directo del niño o niña a quien van dirigidos.

El interés superior del menor también significa generar las condiciones materiales que permitan a los menores vivir plenamente y alcanzar el máximo bienestar personal, familiar y social posible, cuya protección debe promover y garantizar el Estado.

� Para efectos prácticos del presente cuestionario, entenderemos como “derecho fundamental”, como cualquier derecho establecido en la Constitución. 


�  Según definición de la Organización Mundial de la Salud (“OMS”). Véase, Preguntas Frecuentes, ¿Cómo define la OMS la salud?, en � HYPERLINK "http://www.who.int/suggestions/faq/es/index.html" �http://www.who.int/suggestions/faq/es/index.html� disponible hasta junio 2012. 


�  De manera general, cualquier obligación de las autoridades o particulares que guarde relación con o cuya ejercicio deba realizarse en armonía con el concepto de salud, puede traducirse como un derecho de los individuos en materia de salud pública. Por lo tanto, las referencias que aquí se hacen son meramente enunciativas y ejemplificativas. 


� Véase Secciones 13 y 14 del presente Documento. 


� Un catálogo enunciativo, más no limitativo, de las principales normas jurídicas que contemplan la salud pública, puede encontrarse como Anexo “A” del presente documento. 


� Para un mejor entendimiento de la jurisprudencia y sus alcances en torno a este tema, véase la Sección 18 del presente documento. 


� Los organismos descentralizados son entidades de la administración pública que cuentan, a diferencia de los centralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio. 


� Estos dos últimos, son las principales instituciones encargadas del sistema de seguridad social. 


� Véase sección 2 para conocer el diseño y las instituciones que integran el SNS. 


� Creado mediante Decreto Presidencial de fecha 5 de enero de 2005. No obstante su creación y sus fines tendientes a la protección de derechos fundamentales y mejoramiento de las condiciones de los menores con cáncer, sin embargo este organismo aún no logra tener un impacto significativo en la salud pública por lo que es importante impulsar su desarrollo. 


� Por favor, refiérase a la Sección 14 del presente documento.


� Por favor, refiérase a la Sección 18 del presente documento. 


� No obstante, existe una obligación que tienen todas las instituciones que integran el SNS es la de proporcionar la atención médica básica, en caso de urgencia. 





� Véase Sección 18 del presente documento. 


� Publicada en Diario Oficial de la Federación el 27 de noviembre de 2007.


� Creemos que la negativa a prestar el servicio de salud es considerada una negligencia médica.


� En México, por “tesis aislada” se entiende criterios judiciales emitidos por los Tribunales Federales o la SCJN cuya aplicación no es obligatoria; en cambio, “tesis jurisprudencial” son los criterios judiciales también emitidos por los Tribunales Federales o por la SCNJ cuya aplicación es obligatoria para los órganos jurisdiccionales.


� Vid. “DERECHO A LA SALUD. SU REGULACIÓN EN EL ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU COMPLEMENTARIEDAD CON LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS”, en SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN y su Gaceta; XXVIII, Julio de 2008; Pág. 457; Registro: 169 316; 9a. Época; 1a. Sala. 


� Vid. “DERECHO A LA SALUD. SU NATURALEZA NORMATIVA”, en SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN y su Gaceta; XXXIV, Agosto de 2011; Pág. 31; Registro: 161 331; 9a. Época; Pleno. 


� Vid. ““DERECHO A LA SALUD. IMPONE AL ESTADO LAS OBLIGACIONES DE GARANTIZAR QUE SEA EJERCIDO SIN DISCRIMINACIÓN ALGUNA Y DE ADOPTAR MEDIDAS PARA SU PLENA REALIZACIÓN”. SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN y su Gaceta; XXXIV, Agosto de 2011; Pág. 29; Registro: 161 333; 9a. Época; Pleno. 


� Vid. SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN, QUE COMO GARANTÍA INDIVIDUAL CONSAGRA EL ARTÍCULO 4o. CONSTITUCIONAL, COMPRENDE LA RECEPCIÓN DE MEDICAMENTOS BÁSICOS PARA EL TRATAMIENTO DE LAS ENFERMEDADES Y SU SUMINISTRO POR LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES QUE PRESTAN LOS SERVICIOS RESPECTIVOS.” SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN y su Gaceta; XI, Marzo de 2000; Pág. 112; 9a. Época; Pleno.


� Vid. “SALUD. EL DERECHO A SU PROTECCIÓN CONFORME AL ARTÍCULO � HYPERLINK "javascript:AbrirModal(1)" �4o., TERCER PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS�, ES UNA RESPONSABILIDAD SOCIAL.”, en  SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN y su Gaceta; XXVIII, Octubre de 2008; Pág. 61; 9ª. Época; Pleno. 


� Vid. “PRINCIPIO PRO HOMINE. SU CONCEPTUALIZACIÓN Y FUNDAMENTOS.” En SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN y su Gaceta; Libro VII, Abril de 2012, Tomo 2; Pág. 1838; 10ª. Época; T.C.C.
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